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La policía judicial capitalina capturó el 29 de 
noviembre al presunto homicida de Ignacio Mendoza Castillo, 
editor de publicaciones ocasionales, que horas antes de su 
asesinato había formulado denuncias contra el gobierno de 
Quintana Roo. La causa atribuida al crimen no concernía a 
ninguna situación política, sino a un conflicto mercantil 
entre la víctima y Salvador Zarazúa Ortega, su presunto 
verdugo. La esposa de éste, sin embargo, ha protestado contra 
su detención, alegando que se le torturó para que confesara, 
y ofreciendo indicaciones en sentido contrario a las causas 
admitidas por su propio esposo. La Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, a su turno, desestimó estas últimas 
acusaciones y acompañó a la Procuraduría del Distrito Federal 
en su convicción de que había elementos bastantes para 
consignar a Zarazúa Ortega. 

Conforme .a la comunicación del ministerJo~ público, el 
presunto h'omfcida "contrajo un compromiso in~<fOliario con 
Mendoza Castillo hace dos años, por la venta de un terreno en 
la colonia Sector Popular, por la cual le adeudaba 40 
millones". La comunicación oficial agrega que "se marcó un 
plazo para .saldar la deuda --el 13 de noviembre-- y que 
precisamente la . noche del citado día se presentó (Zarazúa) a 
la casa de: . Ignacio Mendoza, quien no le amplió el plazo (por 
lo que~sin más sacó el arma --una pistola .380-- y disparó 
entre oc~siones por la espalda a su víctima". 

Es Op hechos ocurrieron delante de un hijo de la 
víctima, David Mendoza, y de Al~ndro Mejía, contador y socio 
del editor de la revista La voz ~el Caribe. Según la versión 
oficial,- aml::¡Qs fueron inmediatamente amenazados por el 
presunto homicida, quien después reiteró sus advertencias 
contra Mejía, .Por telefóno y de viva voz en un encuentro 
pedido por Zarazúa. Los dos testigos mantuvieron su dicho en 
la averigti~ción previa y ante los medios de información. Al 
menos, lo hicieron en entrevista que hizo la cadena de 
televisióri norteamericana CNN. 

La esposa del presunto homicida, Rebeca Bautista, pidió 
al día siguiente de la notificación oficial sobre el arresto 
de su marido, la intervención de la Comisión Nacional de 
Derechos . Humanos. En menos de 48 horas, la Comisión emitió un 
veredicto según el cual, visitado en el Reclusorio Sur, 
Zarazúa no mostraba signos exteriores de tortura, había 
podido comuniéii. r9~ telefónicamente con su mujer y un abogado 

. b . f ~ tejyVf ~..q _.¡ 1 • d d ~ " 1 . , y s1 1en :ue . FeneB:s:==~ s1n or en e apivenslon, se ap 1co 
en el caso Ia la noción jurídica de "notoria urgencia" que 
autoriza a la policía judicial a proceder como lo hizo, sin 



la intervención de un juez. Yendo más allá de lo solicitado 
por la parte interesada, la Comisión avaló a la Procuraduría 
y dijo que había elementos para la consignación. 

La señora Bautista de Zarazúa argumentó, por su parte, 
contra la información ofrecida en torno del vencimiento de la 
deuda. Según su testimonio, el plazo para acabar de cubrir el 
monto principal del adeudo se e xtendía hasta febrero, y 
estaba al corriente en el pago de los intereses . Quince días 
antes, había pagado tres millones novecientos mil pesos. 
Sugirió que el homicidio pudo haber sido cometido por otras 
causas, pues otra persona vinculada con Mendoza, un ingeniero 
de apellido García, había hecho ocupar unas casas sin 
consentimiento de la víctima, lo que lo habría irritado 1 
considerablemente. La insinuación no parece haber ~rgcí~?(C~ 
re levante?~ policía judicial. 

Por su parte, los organismos empresariales 
quintanorroenses tornaron pie de la información sobre la 
captura de Zarazúa, para salir al paso de los "falsos 
testirno~osóe ideas distorsionadas de la realidad 
quintan9r~nse y del respeto y reconocimiento que le tenernos 
al señor gobernador de nuestro Estado, doctor Miguel Borge 
Martín". El Centro Co~a}nador Empresarial, la Coparrne x , las 
dos delegaciones de qn9 c1ntra, las cárnaáJ s de comercio de 
Cheturnal, Cancún y Cozurnel, y las asoc~iones de hoteleros de 
Cheturnal e Isla Mujere~ quisieron "hacer propicia esta 
ocasión para condenar a las personas que valiéndose 
precisamente de la irresttricta libertad de expresión de que 
se goza en Quintana Roo, tratan de confundir a la opinión 
pública nacional". La aclaración del crimen, indican, muestra 
"que el homicida actuó estrictamente por motivos personales y 
no inducido por terceras personas", lo cual derrota "la 
tendencia a dejar en entredicho la figura del señor 
gobernador de nuestro estadoc" . . , 

a J on de sastre 
Fer ~a ~do So lana acudir á la ma~a o de la Repóblic a a explicar 
el act ual mo m~to de l a polít ica exter mex ica na . Los se nadore s te ndrían u na 
visió~ cabal de ~ues tra dip lomacia si pudiera llamar, co mo lo hacen co ~ el secr~ 
tar io de Relacio~es Exteriores, al doctor José Córdoba, j efe de la Ofici na de lé 
Presidencia . Pero q u ~ espera nzas ... El Mav i mie nto Unificador Nac i onal de Jubila ­
da s y Pensionad 'J s re a lizará esta ma~an~, a l as once horas, una marcha del He mici­
clo a Juárez al Zócalo . Si bie n los pe nsiona dos recibirán a partir de enero pró-., 
ximo el e¡ neo p:) r c i e ~to de u~ aumento diferido~ más el ej[SS&l gsj 

s i ete por cie~to acordado a los mi ~isalarios, Je ma ndan u n increme nto mayor, de 
'TlOdé> que sus magras x..~ remu~eraciones, que hoy llegan a sólo 344 mil 
pesos cada mes , asciendan a por lo me nos seiscie ntos mil pesos (es decir a seis­
cientos nue vos pesos ) . El Movimie nto está solicitando al Congreso de la Unión 
que se ~creme ~te l a cuota patro~al y la que corre a cargo del gobierno federal. 
Asimis 'T\o , el agrupami e ~to de pensio nad os y j ubilados adv.rt i ó contra las te ntati 
vas de privatizar los servicios de seguridad social.P i deftamb ién que las v iudas 
reciban e l ci~to por ciento de la pe nsión del espos o fallecido y que l as asign~ 
ciones fa miliares y ayudas a siste nciales no se i nc luyan e n el monto de la pe nsic 
básica, tia g;¡;±<JJ2:i; • , y que l as pe nsio nes por i nval idez o r i es go de trabaj o te n­
ga n i gua l monto que l as que se otorgan por ed ad avanzada o ve j e z . 
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L
a Policía Judicial capitalina capturó 
el 29 de noviembre al presunto ho­
micida de Ignacio Mendoza Casti­

llo, editor de publicaciones ocasionales, 
que horas antes de su asesinato había 
formulado denuncias contra el gobierno 
de Quintana Roo. La causa atribuida al 
crimen no concernía a ninguna situación 
política, sino a un conflicto mercantil 
entre la víctima y Salvador Zarazúa Or­
tega, su presunto verdugo. La esposa de 
éste, sin embargo, ha protestado contra su 
detención, alegando que se le torturó para 
que confesara, y ofreciendo indicaciones 
en sentido contrario a las causas admiti­
das por su propio esposo. La Comisión 
Nacional de Derechos Humanos, a su 
turno, desestimó estas últimas acusacio­
nes y acompañó a la Procuraduría del 
Distrito Federal en su convicción de que 
había elementos bastantes para consignar 
a Zarazúa Ortega. 

Conforme a la comunicación del Mi­
nisterio Público, el presunto homicida 
"contrajo un compromiso inmobiliario 
con Mendoza Castillo hace dos años, por 
la venta de un terreno en la colonia Sector 
Popular, por la cual le adeudaba 40 mi­
llones". La comunicación oficial agrega 
que "se marcó un plazo para saldar la 
deuda -el12 de noviembre- y que preci­
samente la noche del citado día se presen­
tó (Zarazúa) a la casa de Ignacio Mendo­
za, quien no le amplió el plazo (por Jo 
que) sin más sacó el arma -una pistola 
.380- y disparó en tres ocasiones por la 
espalda a su víctima". 

Estos hechos ocurrieron delante de un 
hijo de la víctima, David Mendoza, y de 
Alejandro Mejía, contador y socio del 
editor de la revista La voz del Caribe. 
Según la versión oficial, ambos fueron 
inmediatamente amenazados por el pre­
sunto homicida, quien después reiteró 
sus advertencias contra Mejía, por teléfo­
no y de viva voz en un encuentro pedido 
por Zarazúa. Los dos testigos mantuvie­
ron su dicho en la averiguación previa y 
ante los medios de información. Al me­
nos, lo hicieron en entrevista que hizo la 
cadena de televisión estadounidense 
CNN. 

La esposa del presunto homicida, Re­
beca Bautista, pidió al día siguiente de la 
notificación oficial sobre el arresto de su 
marido, la intervención de la Comisión 
Nacional de Derecho:.; Humanos. En me 
nos de 4R horas, la comisión emitió un 
veredicto según el cual, visitado en el 
Reclusorio Sur, Zarazua no mostraba 
signos exteriores de tort ura, había po­
dido comunicarse telefónicamente con 
su muj er y un abogado y si bien fue 
detenido sin orden de aprehensión, se 
aplicó en el caso la noción jurídica de 
" notoria urgencia" que autoriza a la 
Policía Jmlicial a pwceder como lo hi ­
zo, sin la intervención de un juez. Yen­
do más allá de lo soli ci tado por la pa rte 
interesada, la Comisión avaló a la Pro­
curaduría y dijo que había elementos 
para la consignación. 

La señora Bautista de Zarazúa argu­
mentú, por su parte, contra la informa­
ción ofrecida en tomo del vencimiento de 
la deuda. Según su 1\:sttrnonio, el plan ¡ 
para acahar de cubrir el monto principal 

del adeudo se extendía hasta febrero, y 
estaba al corriente en el pago de los inte­
reses. Quince días antes, había pagado 
tres millones 900 mil pesos. Sugirió 
que el homicidio pudo haber sido co­
metido por otras causas, pues otra per­
sona vinculada con Mendoza, un inge­
niero de apellido García, había hecho 
ocupar unas casas sin consentimiento 
de la víctima, lo que lo habría irritado 
considerablemente. La insinuación no 
parece haber sido relevante para la Po­
licía Judicial. 

Por su parte, los organismos empresa­
riales quintanarroenses tomaron pie de la 
información sobre la captura de Zarazúa, 
para salir al paso de los "falsos testimo­
nios e ideas distorsionadas de la realidad 
quintanarroense y del respeto y recono­
cimiento que le tenemos al señor gober­
nador de nuestro estado, doctor Miguel 
Borge Martín". El Centro Coordinador 
Empresarial, la Coparmex, las dos dele­
gaciones de Canacintra, las cámaras de 
comercio de Chetumal, Cancún, y Cozu­
mel, y las asociaciones de hoteleros de 
Chetumal e Isla Mujeres, quisieron "hacer 
propicia esta ocasión para condenar a las 
personas que valiéndose precisamente de 
la irrestricta libertad de expresión de que se 
goza en Quintana Roo, tratan de confundir 
a la opinión pública nacional". La aclara­
ción del crimen, indican, muestra "que el 
homicida actuó estrictamente por motivos 
personales y no inducido por terceras per­
sonas", lo cual derrota "la tendencia a dejar 
en entredicho la figura del señor goberna­
dor de nuestro estado". 

Cajón de Sastre 

Fernando Solana acudirá la mañana 
de hoy al Senado de la República a expli ­
car el actual momento de la política ex-

-terior mexicana. Los senadores tendrían 
una visión cabal de nuestra diplomacia si 
pudieran llamar, como lo hacen con el 
secretario de Relaciones Exteriores, al 
doctor José Córdoba, jefe de la Oficina 
de la Presidencia. Pero qué esperanzas ... 
El Movimiento Unificador Nacional de 
Jubilados y Pensionados realizará esta 
mañana, a las 11 horas, una marcha del 
Hemiciclo a J uárez ni Zócalo. Si bien los 
pensionados recibirán a partir de enero 
próximo cinco por ciento de un aumento 
diferido, más el siete por ciento acordado 
a los minisalarin' , demandan un Íll<'W­

mento mayor, de mudo que sus ma~ 1 a:-. 
remuneraciones, que hoy llegan a :-.olo 
344 mil pesos cada mes, ascienuan a JH '' 
lo menos 600 mil pc,os (es decir, a oOO 
nuevos pesos). f ) iliOV illliento CSIÚ , 11i 
citando al Congrc~o de la Unión ljiiC s:.: 
incremente la cuota patronal y la que 
corre a cargo del gobierno federal. J\', i 
mismo, el agrupamiento de pensionados 
y jubilados advirtió contra las tentati\as 
de privatizar l o~ ~uv icios de segur idad 
social. Pide tam bit'll que las viuda" rccJ­
han ciento por cic:nto de la pensión del 
esposo fallecido y que las asignaciol!.:s 
familiares y ay uJ,,s :L-. istenciales !W -.e: 
incluyan en el mtlnto de la pensión bj-;i­
ca, y que la'> pensiones por invalidez o 
riesgo de trabajo tengan igual monto que 
las que se otorgan ;,, H edad avannd. t o 
vejez. 


